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Introducción
La captación de plusvalías urbanas se erige como una herramienta relativamente nueva en los planes y proposiciones urbanísticas del contexto argentino, pero su rol es cada vez más estratégico para la gestión de los recursos en las ciudades latinoamericanas. Este escenario formula las siguientes preguntas: ¿Qué se entiende por plusvalías urbanas y a través de qué mecanismos se realizan sus capturas? ¿Cuáles son los principales antecedentes en el contexto latinoamericano involucrados dentro de esta línea? ¿Desde dónde se justifican y se argumentan los avances en estas líneas de políticas urbanas?
Para intentar abordar estos interrogantes, en esta ponencia se buscará, en primera instancia, analizar los distintos niveles conceptuales y teóricos de disciplinas y paradigmas económicos antagónicos que consideran a los instrumentos de captura de plusvalías como ejes de intervención completamente necesarios en la gestión de las ciudades actuales. En una segunda instancia, se intentará dar cuenta de la difusión internacional y en particular en América Latina (con los casos de Colombia y Brasil) de este tipo de políticas urbanas, concluyendo con las experiencias incipientes (en términos históricos) de la República Argentina. Finalmente, en una tercera instancia, se plantearán los interrogantes surgidos del análisis de los casos en donde se han implementado este tipo de instrumentos de captura, como así también las limitaciones que se han encontrado en su aplicación.
El objetivo de este trabajo es realizar una sistematización –en base a recopilación y análisis bibliográfico- de los antecedentes teóricos, conceptuales y prácticos sobre la aplicación de los instrumentos de captación de plusvalías, en el marco del proyecto de investigación del LINTA-CIC “Análisis de diseño e implementación de instrumentos de captación de plusvalías urbanas y su aplicación en municipios de la provincia de Buenos Aires”.

Existe un consenso generalizado sobre que el desarrollo del espacio construido genera continuamente riqueza y a su vez, produce un incremento del valor del suelo y de las propiedades urbanas. Dicho proceso involucra tanto a un componente de inversión productiva (industria de la construcción) como a otro de tipo rentístico (basado en la especulación a partir del control de la propiedad inmueble). En este sentido, las políticas de captura de plusvalías buscan construir mecanismos de redistribución de renta para revertir los procesos de injusticia espacial. 
“Los procesos de urbanización, incluso los de sub-urbanización de la tierra, su transformación de suelos rústicos en urbanos, generan incrementos de valor que no son fruto sólo de la inversión de sus propietarios. Incluso en aquellos casos en que la urbanización es gestionada por privados, mediante importantes procesos de inversión urbanística y/o de tipo inmobiliario, hay redes de servicios y otros elementos de la formación de ciudad que son de base pública. Siempre hay una porción del incremento del valor de suelo o de las tierras generado por el conjunto de urbanidad colectivo. Siempre hay unas rentas o unas plusvalías que deberían revertir en el conjunto social” (Llop Torné et al; 2005 p. 22).
Los mecanismos de captura de plusvalía son herramientas tanto de financiación como de regulación de usos del suelo, que permiten (entre otras cosas) aumentar los ingresos de las arcas públicas, para así invertir en infraestructuras que permitan un desarrollo urbano más ordenado que el planteado por los modelos actuales. De esta manera, estos mecanismos involucran a las dimensiones fiscales y de ordenamiento urbano del sector público, configurándose como artífices de los patrones de desarrollo urbano a seguir.
En América Latina, en las últimas décadas el conocimiento sobre la aplicación de este tipo de herramientas aumentó y se profundizó, a partir de los esfuerzos gubernamentales para poder paliar los diferentes problemas que atraviesan las ciudades de la región, entre los que se destacan los déficit habitacionales, el crecimiento urbano caótico y las debilidades fiscales a niveles subnacionales.
Para ahondar en las cuestiones estructurantes de este trabajo, es pertinente introducir que se entiende por plusvalías urbanas, que en definitiva son todos los incrementos de valor del suelo que se experimentan a lo largo del proceso de urbanización de las ciudades. Esa valorización tiene diferentes características, ya que: a) varía dependiendo de la localización del lote, es decir, de su cercanía o lejanía respecto a la fuente de valorización; b) se atribuye más a las acciones realizadas mediante esfuerzos colectivos (sector publico → infraestructuras) que a las acciones del capital privado atomizado en pequeños lotes; y c) sin el accionar del sector público para su recuperación, dicha valorización es apropiada por los dueños de los predios, de forma privada.
En síntesis, “los instrumentos de recuperación o captura de plusvalías se definen como herramientas para recuperar el incremento del valor de la tierra asociado con acciones públicas o de la comunidad en general, aumento que de otro modo sería capturado por agentes privados, sean éstos propietarios del suelo, promotores inmobiliarios u otros agentes que realizan operaciones lucrativas con el suelo, incluyendo las de naturaleza ilegal” (Cuenya et al; 2009 p. 15).
Una aproximación teórica-conceptual sobre los mecanismos de captura de plusvalías urbanas
Diferentes enfoques económicos y de política urbana coinciden en la conveniencia que implica la captura de plusvalías para poder ampliar recursos legítimos en las arcas públicas. Tanto los economistas heterodoxos como ortodoxos coinciden en la ventaja que implica dicha captura desde el punto de vista de la eficiencia económica, ya que, o bien consideran que la misma es un pago por los derechos exclusivos retenidos únicamente por los propietarios, o porque consideran que la plusvalía es una renta indebida que representa un beneficio sin dar nada a cambio. 
También los economistas de izquierda ven con buenos ojos estos tipos de mecanismos para apropiarse de la renta extraordinaria, siempre y cuando la distribución de los fondos recaudados se utilizan para fines redistributivos, como por ejemplo en programas de vivienda inclusiva y asequible. En este sentido, frente al aumento del patrimonio de los propietarios sin esfuerzo alguno, Jaramillo (2001) plantea que es “lógico, conveniente y equitativo que el Estado, en representación de los intereses colectivos, rescate este beneficio para ponerlo al servicio de la comunidad”. (p. 71)
En cuanto al hecho en sí de la captura de plusvalías urbanas, es clarificadora la descripción que hacen Smolka y Amborski (2003):

Se entiende por recuperación de plusvalías el proceso mediante el cual el total o una parte del aumento en el valor de la tierra, atribuible al ‘esfuerzo comunitario’, es recuperado por el sector público ya sea a través de su conversión en ingreso fiscal mediante impuestos, contribuciones, exacciones u otros mecanismos fiscales, o más directamente a través de mejoras locales para el beneficio de la comunidad. […] La regla general es que el aumento de valor provenga de acciones de personas o instituciones distintas al propietario; principalmente del sector público, como por ejemplo la autorización para desarrollar ciertos usos del suelo, cambios en las densidades autorizadas e inversiones en infraestructura; o de las fuerzas del mercado, debido por ejemplo al aumento general de la población urbana, etc. En cualquiera de estos casos, es claro que el propietario no ha hecho nada para incrementar el valor del suelo y que puede ser socialmente deseable recuperar el total o parte del incremento del valor por parte del sector público (p. 56).
Las fuentes de plusvalías urbanas (es decir, los hechos que las generan) se pueden clasificar en tres grandes grupos:
-  Obra pública estatal, mediante inversiones en infraestructura que mejoran el acceso a determinadas zonas aisladas o en degradación. Cuanto mejor es el equipamiento de la zona y/o de las vías de acceso, mayor es la valorización de los lotes (como por ejemplo con nuevas estaciones de metro), siendo los propietarios los principales beneficiados.

- Cambios en la normativa de zonificación, que pueden mejorar indirectamente la productividad de las inversiones privadas a realizarse en los lotes, aumentando así su valor. Dentro de este paquete entran los cambios sobre el uso del suelo (residencial, comercial, industrial), la mayor explotación del suelo para edificación (aumento en la cantidad de niveles edificables) y también la incorporación de parcelas rurales al tejido urbano.

- Valorización realizada por aportes privados, son aquellas acciones que elevan la calidad ambiental y el ‘estatus’ de la zona, como pueden ser los procesos de renovación urbana y de gentrificación, el establecimiento de barrios cerrados y countries, y los mega-emprendimientos residenciales del tipo condominio.

Cabe aclarar que la relación inversión-valorización no siempre es lineal, es decir, por el solo hecho de invertir y reconvertir ciertos usos en determinados lotes no se produce un aumento inmediato de los precios. En el caso de que el cambio efectuado sea una obra pública o una actualización en la normativa de usos de suelo, se generan nuevas condiciones para atraer demanda de suelo en esa zona, pero ello requiere previamente de un interés potencial para invertir. “Podría decirse, entonces, que entre la valorización del suelo (plusvalías) y las inversiones en mejoras a través del ‘esfuerzo de la comunidad’ media un conjunto amplio de variables que inciden en la formación de los precios del suelo urbano y que explican su variación espacial y su evolución a lo largo del tiempo” (Cuenya et al; 2009 p. 11).
En el debate actual de las políticas públicas urbanas sobre el rol de la recuperación de plusvalías y los instrumentos para llevarla a cabo se identifican dos enfoques; uno que prioriza su utilización como fuente de financiamiento para el desarrollo urbano y otro que prioriza las cuestiones referidas a la redistribución de recursos para compensar la falta de equidad que implica la adjudicación imperfecta y poco transparente de beneficios y costos del desarrollo urbano. “La redistribución puede servir como guía para políticas distributivas más progresistas, pero no es necesariamente el principio básico de la recuperación de plusvalías. De esta manera, podemos distinguir entre el principio distributivo de las políticas de recuperación de plusvalías (para restablecer cierto estado de distribución) y una meta redistributiva de las políticas de suelo urbano (para alterar cierto estado de distribución)” (Smolka y Mullahy; 2010 p. 230)
Características del sistema tributario latinoamericano

Por lo general, los sistemas tributarios en América Latina son básicamente regresivos, siendo inelásticos a los efectos de reducir las desigualdades sociales, ya que su fuente de generación de ingresos son esencialmente el gravamen a la producción y el consumo. Según De Cesare (2016 p. 2) la tributación al consumo sigue representando el 51% de la carga tributaria en el conjunto de los países de la región. El acumulado de la carga tributaria promedio de los países latinoamericanos fue del 20,7% del PIB en 2012; sin embargo, los tributos a la propiedad representaron en promedio solamente el 0,83% del PIB. Sólo en Uruguay (0,76%), Colombia (0,60%) y Chile (0,55%) la recaudación de los impuestos a la propiedad es superior a 0,5% del PIB. 
La autora también hace hincapié en que la recaudación de este tipo de tributo es más baja en países con un PIB per cápita mayor (México, Argentina) que en aquellos que es menor (Bolivia, Colombia, Panamá), dejando entrever que la intensidad para tributar el patrimonio inmobiliario es una cuestión de elección. Asimismo, otro dato no menor, es el referido a los catastros para cobrar este tipo de tributo, que en el promedio de la región omiten aproximadamente al 20% de los inmuebles.
A partir de la descentralización de las funciones del Estado que han experimentado todos los países de la región a comienzos de la década de 1980, las responsabilidades de los gobiernos subnacionales han ido en aumento, para dar respuesta a las prestaciones de educación, salud e infraestructura básica. Esto implicó que los gobiernos subnacionales enfrenten restricciones fiscales para cumplir efectivamente con sus nuevas competencias, debido a que las bases tributarias asignadas resultan insuficientes y el esfuerzo fiscal local es aún incipiente. En este sentido, según el BID (2016) el impuesto predial (una de sus principales fuentes de ingresos) está lejos de alcanzar su potencial, al punto de que comparativamente los países de la región recaudan cuatro veces menos por este concepto que los de la OCDE
. Por esto es que prácticamente todos los gobiernos subnacionales de América Latina cierran las brechas fiscales por medio de transferencias intergubernamentales desde el gobierno central.
Sin embargo, en consonancia con lo mencionado anteriormente, el tributo inmobiliario continúa siendo la opción de financiamiento predominante de los gobiernos municipales latinoamericanos, y en la mayoría de los casos, los responsables gubernamentales valoran únicamente la utilización del mismo para aumentar los ingresos públicos por sobre la potencialidad que brinda la herramienta para regular el desarrollo urbano y distribuir de una manera más equitativa las cargas y beneficios que de él se derivan. “La situación de debilidad aparente de la jerarquía de los instrumentos legales en América Latina, respecto de la situación europea, debe convertirse en fuente de inspiración para fórmulas más justas de intervención. Hacer avanzar el estatuto de la propiedad hacia una fórmula de estatuto de ciudadanía, con todas las limitaciones, deberes, cargas y también impuestos, en los casos concretos. […] Es decir, pensar les leyes de urbanización y de ordenación del territorio desde una perspectiva de ajuste a las condiciones locales y territoriales concretas, para que los conceptos de justicia igualitaria de la propiedad y de su función social sean, a su vez, ajustados a las condiciones diversas de los lugares del mundo” (Llop Torné et al, 2005 p. 23).
El modelo internacional de tributación a la propiedad inmobiliaria supone un escenario en donde las distintas jurisdicciones municipales compiten entre ellas, ofreciendo servicios públicos con un determinado precio que se ve reflejado en el impuesto a la propiedad. Ante ello, las familias deciden en qué localidad radicarse, haciendo un balance de los costos/beneficios entre las jurisdicciones. A este modelo le preocupa establecer la equidad horizontal: que los que tengan igual capacidad, contribuyan por igual. No obstante, este modelo de mercado en la administración pública, denominado ‘votar con los pies’ tiene éxito en aquellos países que tienen una distribución de ingresos homogénea. 

En cambio, en América Latina (la región más inequitativa del mundo), lo ideal sería buscar una equidad vertical, que implique la redistribución de la riqueza entre grupos con diferentes niveles de ingreso, para lo cual es necesario que se dé una justicia socioeconómica por la vía fiscal: el que tenga mayor capacidad contributiva que pague más. “Una de las características del modelo internacional es que el impuesto a la propiedad no debe ser un vehículo de redistribución de la riqueza. Se argumenta que esta función debe dejarse a impuestos que inciden sobre el ingreso que tienen un alcance más general. Sin embargo, cuando el paisaje urbano es de notoria polarización espacial, caracterizado por un gran mar saturado de  vivienda precaria y escasos servicios de mala calidad, salpicados con algunas islas con suntuosos edificios, espacios holgados y sobrados servicios de alta calidad, resulta difícil que los gobiernos municipales no emprendan medidas, incluidas las fiscales, que al menos en el discurso pretendan disminuir estos contrastes. Ésa es la realidad en América Latina” (Smolka y Mullahy; 2010 p. 159).
En la actualidad, la mayoría de los países latinoamericanos reconocen oficialmente los instrumentos de recuperación de plusvalías. La mayoría se encuentran encriptados en diferentes normas legales y tributarias (leyes, códigos tributarios, ordenanzas fiscales). Todos son gravámenes a la propiedad del suelo, pero tipificados bajo diversas formas jurídicas (impuestos, contribuciones, tarifas, participaciones, compensaciones, licencias, etc.). La concepción y denominación específica de cada instrumento varía según el país y/o jurisdicción, para evitar el conflicto con otras herramientas tributarias preexistentes.

Mecanismos de captura de plusvalías
Dependiendo de la naturaleza de los instrumentos, según Smolka y Amborski (2003) los mecanismos de capturas de plusvalías se pueden clasificar en tres tipos: impuestos, contribuciones y regulaciones. Asimismo, están aquellos específicamente destinados a captar mayores valores en las rentas del suelo, y aquellos otros que además de cumplir con esa función le suman cuestiones referidas a la gestión y planificación. 
También se pueden clasificar en instrumentos de captura ‘a priori’ y ‘a posteriori’, siendo relevante en este aspecto la disponibilidad monetaria en la dimensión temporal (dinero efectivo antes o después de la obra), lo cual altera el tipo de actividad que se puede realizar con lo recaudado.
En lo referido a los impuestos prediales, hay cierto debate en cuanto a su ‘pureza’ como herramienta para captar plusvalías. Son imposiciones sin contrapartida. “Se trata de un impuesto de carácter real que toma como base imponible cada propiedad con independencia de las características personales del propietario, siendo un típico impuesto directo que grava una manifestación inmediata de capacidad contributiva” (Ameriso et al, 2007 en De Cesare, 2016 p. 21).
Su finalidad es generar recursos públicos para el financiamiento de los municipios, siendo el único tributo que hace posible la integración entre la política fiscal y la política urbana. Además tiene la potencialidad de promover el uso racional de la ocupación de la tierra, de combatir la especulación inmobiliaria y de contribuir en el reconocimiento y regularización de la informalidad. No obstante, como observamos en De Cesare (2016, p. 8), en el promedio de la carga tributaria general de los países de América Latina el impuesto predial representa apenas el 1,65% de dicho monto total, mostrando la fuerte dependencia que aún mantienen los municipios con las transferencias gubernamentales para poder financiarse. 

Según Cuenya et al (2009 p. 20), las deficiencias en la correcta aplicación del impuesto predial en América Latina dependen de: a) escasez de cultura tributaria (en general) y de tributación inmobiliaria (en particular); b) rechazo por parte de los contribuyentes hacia los impuestos que gravan a la riqueza (como consecuencia de la idea generalizada de que las propiedades adquieren un mayor valor en el tiempo por una cuestión ‘natural’); c) baja credibilidad de la población con respecto al destino que tienen los fondos recaudados y d) falta de voluntad política para mejorar el diseño y la gestión de los impuestos inmobiliarios. Como sostiene De Cesare (2003) en una entrevista compilada en Smolka y Mullahy (2010), “la función del impuesto predial mejoraría si la comunidad está acostumbrada a pagar dicho impuesto y entiende su efecto en la mejora de los servicios públicos” (p. 439). 
Otro tipo de mecanismos son las contribuciones por mejoras, que se diferencian de los impuestos porque se le cobra directamente al beneficiario. La contribución se basa en distribuir el costo de una obra de infraestructura entre todos los beneficiarios de la misma
. Se parte con la delimitación de un área específica de la ciudad donde se va a realizar la intervención; luego se calcula la tasa fija a contribuir por cada lote favorecido por la obra, cumpliendo con el principio de que los beneficiarios pagan por el costo. También puede definirse como un porcentaje del aumento del precio de los predios causado por la obra (es decir, a posteriori de realizarse la obra de infraestructura) o sobre el valor mínimo entre estos dos valores. El ejemplo más común de este tipo de mecanismo son las construcciones de estaciones de Metro.
En consonancia con lo planteado por Cuenya et al (2009 p. 20), este mecanismo cuenta con una serie de ventajas por sobre los demás, entre las que se destacan las siguientes: a) permiten al Estado afrontar las crecientes necesidades derivadas del proceso de urbanización en contextos de restricciones fiscales; b) son un mecanismo atractivo para obtener un plus en la recaudación presupuestaria, fácilmente aceptado por los propietarios, c) el método de cálculo del tributo (en base a la distribución del costo de la obra entre las propiedades localizadas en una zona de influencia) evita la complejidad de una doble medición del plusvalor efectivamente operado en los inmuebles; d) cuentan con el apoyo de las empresas privadas de construcción especializadas en obras públicas que, en varios países, tienen sólida base empresarial y fuerte capacidad de lobby político.
Finalmente nos encontramos con los instrumentos regulatorios, que involucran una gran cantidad de mecanismos mediante los cuales el sector público puede sacar réditos económicos de las intervenciones en el suelo urbano. Los más usados son los convenios urbanísticos, en los cuales el sector público negocia con los desarrolladores ciertas aportaciones monetarias o en especie en forma de contraprestación al derecho de desarrollar en un área específica. Otro tipo de mecanismo regulatorio es la venta de derechos de construcción, utilizado mayoritariamente en áreas a densificar. En su funcionamiento se establecen coeficientes mínimos de aprovechamiento urbano (que afectan a los propietarios), y cualquier aumento por encima de ese mínimo tiene que ser adquirido mediante una contraprestación a la autoridad competente. 

También es posible establecer aportes a través de negociaciones ad hoc, en las que para efectuar la aprobación de normas especiales para determinados proyectos se pacta con los desarrolladores inmobiliarios contribuciones específicas.
experiencias latinoamericanas en la implementación de mecanismos de capturas de plusvalías


En el siguiente apartado se presentaran algunas experiencias llevadas a cabo en la región, específicamente en Colombia y Brasil, que cuentan con una tradición un poco más longeva que el resto de los países en lo referido a la aplicación de instrumentos de capturas de plusvalías. Al final del mismo se expondrán las características de la experiencia argentina en la temática.

Colombia

Colombia es uno de los primeros países en incorporar legalmente la figura de la contribución por mejoras, que data de 1921 (Ley 25). Según datos del BID (2016), Bogotá para el año 2012 había recaudado aproximadamente U$D 1.000 millones por dicho concepto, y ciudades de menor tamaño también habían alcanzado cifras similares. La Ley 1 de 1943 introdujo reformas en la contribución por valorizaciones, para permitir una mayor captación (por parte del Estado) de los incrementos en el precio de la tierra urbana derivados de las obras publicas. “En Colombia en 1968, el 45% de todos los gastos públicos locales en la ciudad de Medellín y cerca del 16% en Bogotá eran financiados a través de contribuciones de valorización” (Smolka y Amborski, 2003 p. 60).
La contribución por valorización en la ciudad de Bogotá está reglamentada desde 1987 por el Acuerdo Nº 7, y su 1º articulo la define como “un gravamen sobre las propiedades inmuebles que se impone a los propietarios o poseedores de bienes inmuebles que se beneficien con la ejecución de obras de interés público, ejecutadas en el marco del plan de desarrollo vigente” (Acuerdo 7 del 29 de Mayo de 1987, Concejo de Bogotá D.C.). El decreto legisla sobre el tipo de obras que causan valorización, estipulando que las mismas deben ser aprobadas en forma expresa por el 51% de los propietarios y ocupantes beneficiados. De esta manera, el instrumento combina el carácter obligatorio del plan de obras por valorización (aprobado por el Concejo de Bogotá) con la búsqueda de consenso por parte de propietarios y poseedores, de modo de evitar la evasión.
La distribución de las contribuciones en la zona de ejecución de la obra (proceso en el cual se establece el costo de la obra y la fijación de plazos y formas de pagos por parte de los propietarios) varían según el tipo de beneficio que producen las obras, es decir, si producen un beneficio general (obras de vialidad o servicios públicos primarios) o uno local. En el primer caso, se hace un promedio de todos los predios de la ciudad y se hace un cobro segmentado por estrato socio-económico. En el segundo caso, se tienen en cuenta solamente los predios afectados por la obra en cuestión.

Con la Ley 388 sancionada en 1997 (Ley de Desarrollo Territorial), se introduce un instrumento para que el Estado pueda captar parte de los beneficios generados por acciones urbanísticas que regulan el uso del suelo urbano. Dicha ley permite que las entidades públicas participen en las plusvalías resultantes de las acciones urbanísticas, como: a) la incorporación de suelo rural dentro del Plan Maestro; b) modificación de la zonificación de usos del suelo (conversión de uso residencial a uso comercial); y c) la autorización de un mayor aprovechamiento del suelo: derechos adicionales de desarrollo en determinado sector urbano. (Artículo 74º de la Ley 388 del 18 de Julio de 1997, Nivel Nacional). Los inmuebles sujetos a este régimen deben entregar al Estado entre un 30% y un 50% del mayor valor experimentado en sus propiedades (y percibido efectivamente). Se exceptúan los terrenos destinados a vivienda popular, para liberar de un peso impositivo a las inversiones de tipo social.
Los pagos que realiza el propietario se efectúan cuando se hacen líquidos los beneficios de las acciones urbanísticas, es decir, cuando se realiza una transacción con el predio, o se solicita una licencia de construcción, o se efectiviza un cambio de uso en el inmueble. Esto es así para poder consultar la capacidad de pago de cada propietario y también para evitar impactos urbanos no deseables, como el desplazamiento forzoso de grupos de menores ingresos como consecuencia de nuevas normas urbanas.

Los municipios y distritos deben destinar los recursos provenientes de las participaciones en las plusvalías para fines específicos, como la compra de predios o inmuebles para viviendas de ‘interés social’; la realización de obras de infraestructura en las áreas donde el desarrollo sea inadecuado; la ampliación de la red de espacio público urbano; el financiamiento del sistema de transporte masivo; la ejecución de macroproyectos urbanos o programas de renovación urbana; el pago de los costos de expropiación de inmuebles para programas de renovación urbana y el fomento de la conservación del patrimonio histórico.
Siguiendo a De Cesare (2002) en Smolka y Mullahy (2010), en Colombia, la mejora en la recaudación del tributo inmobiliario se tradujo en un aumento en el porcentaje del PIB, de un 0,22 % en 1970 al 0,91 % en 1994. Esta mejora se atribuyó en parte a leyes que exigieron la implementación y actualización del catastro en todo el país. La fuerte oposición hacia la actualización de los valores de tasación, así como las dificultades administrativas para realizar las valuaciones, llevó a establecer un procedimiento de autotasación. Ahora los contribuyentes son responsables de declarar el valor de tasación de sus propiedades, pero dicho valor no puede ser inferior al valor catastral registrado previamente.
Esa actualización catastral fue fundamental para aumentar los ingresos, y en ese proceso el uso de los Sistemas de Información Geográfica fue un factor crucial para la integración y evaluación de las revisiones de inmuebles, para actualizar el sistema y para la administración general del programa. Como señala Thompson (2004) en Smolka y Mullahy (2010), la utilización de SIG se ha ampliado recientemente para ofrecer al público general una  herramienta de consulta de datos de los registros históricos de los inmuebles, además de ofrecer listados de los bienes raíces de todos los vecindarios (p. 193). 
El catastro de Bogotá ha logrado avances novedosos y tangibles en la creación, desarrollo y mantenimiento de un sistema catastral considerado por muchos una imposibilidad teórica, gracias al trabajo y el apoyo de los administradores públicos, la empresa privada y la ciudadanía en general. En síntesis, “Colombia es uno de los pocos países del mundo que ha intentado aplicar a través de una ley nacional la pre-misa fundamental de los postulados de Henry George
 sobre el derecho moral de los ciudadanos de recuperar el valor del suelo creado socialmente, continuando con la tradición de ser una de las naciones más innovadoras del mundo en el campo de la  planificación de desarrollo urbano, legislación y finanzas” (Smolka y Mullahy, 2010 p.198).
Brasil
Como primer antecedente de la aplicación de un mecanismo de captura de plusvalías en este país observamos que la Constitución del Brasil del año 1934 introduce la hipótesis de la recuperación de plusvalías como dispositivo constitucional, mediante la forma de ‘Contribuçao de Melhorias’. En el artículo 124 de la misma se establece: “Probada la valorización del inmueble por motivos de obras públicas, la administración que las ha ejecutado podrá cobrar a los beneficiarios contribución por mejoras.” (Constituição Federal de 1934, Congresso Nacional do Brasil).


En la historia reciente, en 1985, la prefectura de São Paulo elaboró el Plan Director Estratégico (en donde se establecen las pautas de las Operaciones Interligadas) y en 1988 se volvió a reformar la Constitución, adoptando nuevos principios cruciales para el desarrollo reglamentario de los mecanismos de captura de plusvalías en el país. Posteriormente, Brasil adoptó el Estatuto de la Ciudad en 2001 (Ley 10.257/01), instrumento de legislación nacional que consolidó las operaciones urbanas y creó la contrapartida económica del otorgamiento oneroso, los Certificados de Potencial Adicional de Construcción (CEPAC) -que se reglamentaron en la ciudad de São Paulo en 2004- y la figura de la expropiación de la tierra usada como sanción contra un propietario de tierra vacante cuando ésta no cumpla con su función social.
Las mencionadas Operaciones Interligadas (OI) son dispositivos creados en São Paulo en el año 1986 (Ley 10.209) mediante los cuales los “propietarios privados o el sector público donan al municipio un determinado número de Habitaciones de Interés Social (HIS) para contribuir con el desfavelamiento, a cambio de alteraciones en los índices y características de uso y ocupación del suelo en terrenos de su propiedad. […] Las contrapartidas a ser pagadas por los interesados se calculaban a partir de la valorización del terreno en función de las nuevas condiciones urbanísticas; el monto en dinero es convertido en HIS (cada HIS costaba unos 12.000 U$D en 1988)” (Cuenya et al, 2009 p. 24).
Por otro lado, las Operaciones Urbanas (OU) son iniciativas del poder ejecutivo en las que primero demarca un perímetro de acción para establecer una serie de intervenciones con el objetivo de dotarlo con la infraestructura y equipamientos deseados, adecuados a la nueva densificación estipulada. Los recursos financieros para realizarlas se obtienen como una contraprestación de los privados por las concesiones que el ejecutivo les da (ampliación del derecho de construcción en altura dentro de los límites fijados por legislación); dicha operación se denomina ‘licencia onerosa’. La diferencia con las OI es que en vez de construir HIS por fuera del predio, los recursos recaudados son aplicados dentro del área donde se va a realizar la operación.
La OU generan expectativas de valorización en determinadas áreas, con obras puntuales que apuntan a la solución de problemas de infraestructura (ej. transporte, saneamiento). Con eso se busca generar un círculo virtuoso que atraiga inversiones privadas para seguir financiando las infraestructuras requeridas. La Licencia Onerosa por el derecho de construir utilizada en las OU es uno de los más importantes instrumentos regulados por el Estatuto de la Ciudad. “En algunos municipios de Brasil (ej. Curitiba) el instrumento se aplicó exitosamente para financiar programas de vivienda, convirtiéndose en una importante fuente de recursos para este tipo de programas, dada la escasez de fondos federales. En otros municipios contribuyó a incrementar el potencial de construcción en algunas áreas, favoreciendo el desarrollo de la industria de la construcción” (Cuenya et al, 2009 p. 26).
Dentro de estos casos resultantes de las mejoras administrativas brasileñas en lo referido a las políticas tributarias urbanas, nos encontramos con la introducción del Presupuesto Participativo en la ciudad de Porto Alegre, instrumento que (entre otras cosas) animó al contribuyente a ponerse al corriente con sus  pagos. La característica de esta ciudad es la existencia de grandes predios sin urbanizar cerca del centro de la ciudad, generando una expansión urbana en la periferia. El causante de esta situación es la especulación por parte de propietarios acaudalados que poseen grandes extensiones de terrenos baldíos y esperan un momento favorable para realizar inversiones o vender los terrenos con enormes ganancias. La prefectura de la ciudad se fijó una meta fundamental de proveer servicios urbanos de calidad para la comunidad periférica. Sin embargo, tras un diagnóstico financiero de los ingresos de la ciudad, las autoridades se percataron de la escasez de recursos para tal inversión. 
En septiembre del 2001 el gobierno municipal de Porto Alegre elaboró una propuesta para una reforma fiscal a la propiedad inmobiliaria con el objetivo de promover la equidad fiscal y la importancia del tributo inmobiliario como fuente de ingreso. Siguiendo a De Cesare (2002) en Smolka y Mullahy (2010), los principales aspectos de la reforma fiscal en Porto Alegre fueron la revaluación general de los predios, la reducción impositiva a las propiedades con fines agrícolas y/o madereros, a los edificios históricos y en zonas de conservación ambiental, y la implementación de tasas progresivas dependiendo de la escala de ingresos de los contribuyentes. Así, se pudo estimular la ocupación y el desarrollo de las tierras vacantes, se dio asistencia a las familias de bajos recursos, se recuperó el valor de la tierra generado por la inversión pública y se realizó una mejor distribución espacial de la infraestructura urbana.
Como corolario de la revisión de estas experiencias podemos decir que los casos de Colombia y Brasil posicionan a ambos países en la vanguardia regional en lo referido a la creación de mecanismos de carácter universal y en negociaciones ad hoc, que le permiten al Estado captar los beneficios generados por acciones urbanísticas.

Argentina

En nuestro país toda la cuestión tributaria esta subsumida a las normas constitucionales, por lo que se la considera rígida, ya que la Constitución solo es modificable mediante un procedimiento especial. Las responsabilidades tributarias sobre la propiedad inmobiliaria tienen un formato de ‘sistema mixto’, debido a que tanto la nación, como las provincias y algunos municipios tienen la potestad para el cobro de impuestos. Cabe aclarar que las provincias sí cuentan con poderes tributarios originarios y los municipios no, pero con la reforma de la Constitución Nacional en 1994 se incorpora la figura de la ‘autonomía municipal’, siendo la provincia la encargada de delimitar sus alcances económicos y financieros. 
En la práctica, del total de 24 jurisdicciones, 7 provincias (Corrientes, Chaco, Chubut, Formosa, Salta, Santa Cruz y Tierra del Fuego) transfirieron el impuesto inmobiliario urbano y suburbano a sus municipios, reservándose para sí la recaudación del impuesto inmobiliario rural. El resto de las provincias recaudan la totalidad del impuesto inmobiliario, mientras que los municipios recaudan tasas por servicios a la propiedad inmobiliaria. En la mayoría de los casos están exentos del pago del impuesto los inmuebles del Estado, las instituciones deportivas, culturales y religiosas. En casos puntuales también están exentos los lotes creados por planes de vivienda social.
Los catastros (como los registros de propiedad) son de carácter provincial. En el mayor número de casos están desactualizados (con relevamientos aerofotogramétricos), y su actualización se realiza mediante inspecciones, declaraciones juradas de propietarios y cruces con bases de datos municipales (que cuentan con su propio catastro, por lo general más detallado que el provincial). Por otro lado, las valuaciones fiscales se establecen a través de la sumatoria de la valuación de la tierra y la valuación de las mejoras.

Como señala Molinatti en De Cesare (2016, p. 30) la recaudación de los tributos que gravan la propiedad inmobiliaria ha disminuido su participación tanto en relación al PIB como a los ingresos totales de las jurisdicciones que lo aplican. Al analizar los diversos tributos se observa que, en los últimos años de la década de 1990, representaron valores cercanos al 0,70% del PIB, ascendiendo al 0,85% en 1999, para bajar hasta el 0,50% en 2010. En el caso de la provincia de Buenos Aires, durante los últimos 200 años el impuesto a los ingresos brutos ha ido sustituyendo a otros tributos provinciales como fuente de financiamiento, especialmente al impuesto inmobiliario. Pero en todas las provincias, la participación porcentual de la recaudación en concepto de impuestos a la propiedad inmobiliaria ha disminuido de manera sustancial en la última década.
Recientemente algunas provincias han reformado el método de captura del impuesto inmobiliario con el objetivo de ampliar la recaudación. Según la Dirección Nacional de Coordinación Fiscal de las Provincias (DNCFP, 2013) en la provincia de Buenos Aires en 2007 se aplicó gradualmente el reavalúo de la tierra libre de mejoras realizado en 2005 hasta aplicarse al 90% del valor en 2012. El impuesto mejoró sensiblemente su desempeño en 2012, ya que creció el 61% con respecto a 2011. Sin  embargo, este esfuerzo sirvió únicamente para detener la caída de los ingresos por concepto de este impuesto. 
A continuación se expondrán algunas de las experiencias a nivel nacional vinculadas a las capturas de plusvalías urbanas, seleccionadas a partir de estudios recientes (BID, 2016; Cuenya et al, 2009;  De Cesare, 2016).
Un claro ejemplo de convenio urbanístico a nivel nacional es el caso de Puerto Norte en la ciudad de Rosario, Santa Fe. Allí, como contrapartida a la cesión de las tierras liberadas por la reconversión del puerto, los desarrolladores privados acordaron con el municipio la construcción de calles y redes de infraestructura en la zona como también destinar el 15% del área del proyecto a espacio público y equipamientos. Como resultado se logró generar una nueva centralidad urbana de usos mixtos, con 42 ha. de espacio público, 0,63 ha. para vivienda social in situ y 4,3 ha. para vivienda social afuera del área de intervención, 2,54 ha. en equipamiento urbano y una inversión de unos U$D 52.000.000 (BID, 2015). Asimismo, la operación permite al municipio recuperar plusvalías a través del cobro del impuesto inmobiliario en los predios localizados en la zona de impacto, siempre y cuando se produzca una adecuada actualización de los valores fiscales de las propiedades urbanas.
Por otro lado, en lo referido a contribución por mejoras, está el caso del municipio de Trenque Lauquen, en la provincia de Bs. As, que amplió el alcance de este mecanismo a través de una reforma en la normativa local para incorporar suelo no desarrollado al área urbana de la ciudad. A través de la aplicación de una versión ad hoc de la contribución, cobrándosela a los propietarios beneficiados por la misma, la administración del municipio logró capturar recursos en suelo, obras y dinero.
En el año 2002 la municipalidad bonaerense de San Fernando elaboró un nuevo plan y código urbanístico, que involucraba el reordenamiento urbano del sector oeste de la ciudad (con mayores indicies de informalidad habitacional) a través del Consorcio Parque Náutico San Fernando S.A, que se dedicó a financiar y ejecutar las obras de mejora e infraestructura. Ese consorcio se erigió como el instrumento para captar plusvalías en las áreas de mayores recursos del municipio para mejorar la calidad ambiental y la accesibilidad pública del frente costero. A su vez, esa empresa abonó un canon mensual al municipio para que realice las operaciones previstas en la política de reordenamiento urbano de los sectores informales ubicados en el oeste.
Por ultimo mencionaremos al caso del financiamiento del subterráneo en la Ciudad de Buenos Aires, que involucró una contribución por mejoras mixta. Por un lado, a los usuarios de este tipo de transporte se les aumentó un 10% el precio del boleto, como también a los usuarios de automóviles mediante el aumento del impuesto automotor. En todas las propiedades de la ciudad se aumentó un 5% el impuesto inmobiliario (por el impacto general de la obra) y en aquellas propiedades directamente beneficiadas -por la proximidad a las nuevas estaciones- se les cobró una contribución especial.

Limitaciones en la aplicación de mecanismos de captura de plusvalías urbanas
La implementación de mecanismos de capturas de plusvalías urbanas no siempre decanta en la situación ideal a la que se pensaba llegar mediante su aplicación. Como señalan Smolka y Amborski (2003 p. 67) los planificadores urbanos latinoamericanos generalmente promueven la redistribución mediante los mecanismos ‘Robin Hood’, que consisten en la recuperación -por parte del sector público- de los incrementos en el valor de la tierra ocasionados por las mejoras en infraestructura en las áreas mejor provistas (y de sectores de ingresos altos), para luego reinvertirlas en las áreas pobremente urbanizadas (y en consecuencia de sectores de menores ingresos). 

Sin embargo, esto  puede terminar aumentando la diferenciación intra-urbana, ahondando la brecha entre las áreas pobres y ricas. Este se debe a que la inversión pública en la periferia urbana -financiada por plusvalías recuperadas en áreas de altos ingresos- genera que dicha tierra se encarezca, empujando a la mayoría de la población a áreas no urbanizadas  o con servicios deficientes, para los que será necesario una regularización urbanística ‘curativa’ de alto costo. Y cuanto mayor sea la expectativa por ese programa ‘curador’, mayor será el cargo que el sub-divisor impondrá en el precio de los lotes no urbanizados que son vendidos.  

“De este análisis se sigue que las políticas abiertamente redistributivas y compensatorias […] pueden ser incluso menos efectivas que la simple y vigorosa aplicación de un impuesto al valor de la tierra a todas las propiedades, independientemente del nivel de ingreso de sus ocupantes. […] Aún más, ellas pueden no siempre ser transferibles en su aplicación a otras jurisdicciones. Antes bien, al diseñar herramientas de recuperación de plusvalías destinadas a cumplir ciertos objetivos o motivaciones, los planificadores urbanos deben ser cuidadosos en prestar atención a los contextos y condiciones en los cuales estas herramientas se desarrollará” (Smolka y Amborski, 2003 p. 74).

En los casos analizados previamente también se encontraron limitaciones en su aplicación, como en el caso colombiano de la participación en las plusvalías, que para llevarlo a cabo en plenitud se necesita información inmobiliaria consistente y actualizada, cuestión solo resuelta en las grandes ciudades. A su vez, se comprobó que dicho instrumento es más aceptado políticamente y potente en periodos de ascenso en los precios del suelo que en los periodos de recisión. 

En lo referido a las Operaciones Interligadas en Brasil, en muchos casos los propietarios beneficiados ofrecían para la construcción de HIS terrenos muy alejados de las favelas a ser relocalizadas. Asimismo, en relación a las Operaciones Urbanas, por lo general tienen que transcurrir de 10 a 20 años para que el sector público pueda aprovechar las plusvalías generadas por el emprendimiento, por lo que hay grandes chances de que ocurra un doble beneficio para el inversor, quedándose con los mayores derechos de suelo creado y con la nueva infraestructura instalada en la zona, aumentando así aún más la segregación socioespacial.

Finalmente, con el caso de Rosario en Argentina, al no estar establecidas claramente las características del proyecto a su inicio, se construyeron más departamentos exclusivos que para sectores medios, por lo que es necesario rever la contribución para con el municipio, que en su momento tuvo una política de ‘dejar hacer’ por la escasez de inversiones en la ciudad.

Reflexiones Finales

Como hemos visto a lo largo de este documento, en la realidad latinoamericana, la concentración de la propiedad y la carencia de mecanismos reguladores de la especulación inmobiliaria conduce a un aumento constante de los precios de los terrenos, generando escasez de tierra urbanizable, acrecentando así los procesos de urbanización periférica. Por estos motivos es que las políticas inmobiliarias llevadas a cabo por los Estados de la región deben buscar la recuperación y la repartición de las plusvalías, además de gestionar y controlar la urbanización, para prevenir efectos como la ganancia sin causa, que impiden ejercer a la comunidad los derechos a recuperar el producto de las acciones que ella misma financia.

Repasando la gama de instrumentos que gravan a la propiedad de la tierra en la región, nos encontramos con que el impuesto inmobiliario (cobrado solo al propietario) es el instrumento mayormente difundido, pero por lo general tiene un rendimiento precario, ya que hay dificultades técnicas para aplicarlo en plenitud, a la vez de que es considerado un impuesto ‘pesado’ por gran parte de la población. Por estas razones es que se impulsan otro tipo de instrumentos, como la contribución por mejoras, que son más fácilmente aceptados por los propietarios (por ser beneficiados directamente por las obras), además de que por lo general cuentan con el apoyo de las empresas constructoras.

A su vez, en el debate sobre la recuperación de plusvalías es posible identificar dos enfoques antagónicos; por un lado aquellos que priorizan las cuestiones de financiamiento (ganancias para el sector público y para el privado) y por otro lado aquellos que priorizan las cuestiones de equidad (para evitar patrones de segregación socioespacial). Este segundo punto de vista constituye la posición más equilibrada, porque plantea que una política de recuperación de plusvalías urbanas, en un marco de equidad, debe buscar la armonización fiscal, para así potenciar los recursos del municipio para el financiamiento del desarrollo de la ciudad.

Para finalizar, en consonancia con lo señalado por Smolka y Amborski (2003 p. 65), plantearemos una serie de condiciones necesarias para realizar una efectiva implementación de las herramientas de captura, entre la que se destacan: a) una adecuada actualización de catastros (con la importancia de modernizarlos mediante SIG’s); b) una buena capacidad técnica para tasar los incrementos del valor de la tierra a ser recuperados y c) la buena voluntad y capacidad política/administrativa para llevarlos a cabo. La inadecuada capacidad técnica y administrativa en el contexto latinoamericano ha llevado a la proliferación de los instrumentos ad hoc, que son más susceptibles a hechos de corrupción y/o de tergiversación de objetivos.

A pesar de las dificultades en la compresión de su funcionamiento y por ende de sus resistencias a la aplicación, las políticas de recuperación de plusvalías están despertando un nuevo interés y logrando mayor aceptación en América Latina. Toda decisión en la esfera pública sobre la diagramación de las ciudades afecta a los ‘valores de mercado’; a medida que ese vínculo se hace más notorio, la actitud del sector público se orienta cada vez más a crear una cultura fiscal que fortalezca los impuestos a la propiedad y a los ingresos municipales en general. Sin embargo, todavía queda mucho camino por recorrer, siendo indispensable comprender las realidades latinoamericanas para promover un mayor entendimiento (por parte de los funcionarios públicos) de la manera en que pueden usarse las herramientas de captura, en búsqueda del mayor beneficio para sus comunidades.
En este sentido, en el marco de los antecedentes relevados, interesa plantear a futuro los siguientes interrogantes: ¿En qué medida la captura de plusvalías urbanas (como herramienta de intervención pública en la gestión urbana) pueden revertir las limitaciones estructurales del financiamiento del desarrollo urbano latinoamericano? ¿Qué posibilidades hay de legitimar y expandir estas políticas en el contexto argentino, en un escenario político que pone en tela de juicio la alta presión impositiva? ¿Cuáles podrían ser los posibles aportes de la redistribución de las rentas urbanas al debate de estructuras impositivas más progresivas? ¿Qué papel juegan el desarrollo de las competencias públicas en la implementación efectiva de este tipo de políticas en la provincia de Buenos Aires?
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� El primer antecedente de este tipo de mecanismo data de 1890 en Inglaterra, con la ley Betterment. Este fue el primer país que experimentó la contribución por mejoras basada en el cambio de valor de las propiedades. El impuesto sobre los beneficios era del 3% anual sobre el 50% de la mejora en el valor de las propiedades. Ese mayor valor era calculado en función de la diferencia entre el valor de las propiedades antes de realizada la obra y una vez concluida la misma (Cuenya et al, 2009 p. 17)


� Henry George (1839 – 1897) fue un economista estadounidense y el representante más influyente de los defensores del Single Tax (impuesto único o impuesto simple) sobre el suelo.
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